PRIMERA PARTE: LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID DETERMINA QUE EL 
COMPLEMENTO DE LA PENSIÓN DE GRAN INVALIDEZ DESTINADO A REMUNERAR A 
LA PERSONA QUE ATIENDA AL BENEFICIARIO ES INEMBARGABLE 


1.- La Ley regula los embargos por el artículo 607 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) 


2. - Un ejecutado en situación de Gran Invalidez que cobra una pensión de 1.333,56€ y 
un complemento de 660,10€ presenta una reclamación frente al Juzgado de Primera 
Instancia de Madrid el cual resuelve que el embargo es correcto. 

3. - El ejecutado apela y la Audiencia Provincial de Madrid (sección 8^) Auto de 
27.06.2014 estima sus pretensiones en base a los siguientes preceptos: 


a) 


El artículo 605.4 y siguientes de la LEC declara inembargables: "el mobiliario 
y el menaje.... Alimentos y combustible y otros que resulten imprescindibles 


para que el ejecutado y las personas de él dependientes puedan atender con 
razonable dignidad a su subsistencia" 


b) El artículo 139 de la ley General de Seguridad Social que establece que en 
casos de gran invalidez la pensión se incrementa con un complemento 
destinado a que el inválido pueda sufragar los gastos de la persona que le 
atienda 

c) De lo deducido los magistrados estiman lo expuesto por el pensionista y 
resuelven que el complemento de la prestación de Gran Invalide no es 
susceptible de embargo 


SEGUNDA PARTE: INFORMACIÓN DE LA SUBDIRECCION GENERAL DE ORDENACIÓN Y 
ASISTENCIA JURÍDICA DE LA SEGURIDAD SOCIAL 


Consultada la Seguridad Social sobre la inembargabilidad del complemento de gran 
invalidez emite la siguiente información: 


a) 


b) 

c) 


El artículo 196.4 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
establece a favor del trabajador considerado gran inválido un complemento 
destinado a que el inválido pueda remunerar a la persona que le atiende. 

El artículo 44 del TRLGSS señala que en materia de embargo se estará a lo que 
indique la Ley 1/2000 en su artículo 607 

La dirección General de Ordenación de la Seguridad Social emite informe el 11 
de Octubre de 2017 dónde indica que el "complemento" no puede considerarse 
pensión y que va destinado a la ayuda de sus necesidades 


Por todo lo anterior no corresponde el embargo en el complemento percibido en la gran 
invalidez. 

















TERCERA PARTE: LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES 


La Audiencia Provincial de Madrid (sección 8^) Auto de 27.06.2014 nos indica, además 
de todo lo expuesto anteriormente, que el complemento por gran invalidez está 


destinado a una finalidad concreta, determinada y básica 


Y menciona ciertos preceptos constitucionales: 


a) 


El Tribunal Constitucional en sentencia 6.05.1993 establece: "Nuestra 
legislación, con todo, excluye determinados bienes y derechos de la ejecución 


forzosa, declarándolos inembargables por las más variadas razones de interés 


público o social, razones entre las que destaca la de impedir que una ejecución 


forzosa destruya por completos la vida económica del ejecutado y ponga en 
peligro su subsistencia personal y la de su familia. 


b) 


c) 


La ley establece normas de ¡nembargabilidad de salarios y pensiones que son, en 
muchas ocasiones, la única fuente de ingresos económicos. Tales límites tienen 


la justificación constitucional inequívoca en el respeto a la dignidad de la persona 


(art. 10.1 de la constitución) impidiendo el sacrificio del mínimo económico vital. 
Por tanto se debe crear una esfera patrimonial inmune a la acción ejecutiva en 
función a los dispuesto en los siguientes artículos de la constitución: 

a. Artículo 39.1 sobre protección de la familia "Los poderes públicos 
aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia" 

b. Artículo 43 "se reconoce el derecho a la protección de la salud siendo 
competencia de los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública 
a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios 
necesarios" 


CUARTA PARTE: LAS MEDIDAS URGENTES DE PROTECCION DE DEUDORES 

HIPOTECARIOS 


La Administración se hace eco de la alarma social y la precariedad de la situación y en 
una tímida aproximación a los derechos constitucionales crea el Real Decreto-ley 6/2012 
el 9 de Marzo. 


Del cual destacamos la siguiente información: 


a) España atraviesa una profunda crisis económica desde hace cuatro 
años....Resulta dramática la realidad en la que se encuentran inmersas muchas 


familias que, como consecuencia de la situación de desempleo o de ausencia de 


actividad económica, prolongada en el tiempo.. 

























b) 


...La mayoría de medidas serán de aplicación a quienes se encuentren situados 
en el denominado umbral de exclusión. En este sentido, se ha determinado que 
los beneficiarios sean personas que se encuentren en situación profesional y 
patrimonial que les impida hacer frente al cumplimiento de sus obligaciones 
hipotecarias 


a las elementales necesidades de subsistenci; 


c) Se entiende que se encuentran en una circunstancia familiar de especial 


vulnerabilidad: ...La unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga 


d) 


declarada discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o 
enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente, para 
realizar una actividad laboral 

En su artículo 3 y para determinar los ingresos de miembros de la unidad familiar, 
que establece en 3 veces el indicador público de Renta, hace la siguiente 
aclaración: 

a. El límite previsto en el párrafo anterior será de cuatro veces el Indicador 


Público de Renta ... cuando alguno de los miembros de la unidad familiar 


tenga discapacidad superior al 33% 

En el caso de que la discapacidad sea igual o superior al 65% será de cinco 


veces el Indicador Público de Renta 


La Administración viendo que su Real Decreto-ley 6/2012 el 9 de Marzo es insuficiente 
crea la Ley 1/2013 de 14 de Mayo para reforzar la protección a los deudores hipotecarios 
y dice: 


a) 

b) 


En atención a las circunstancia excepcionales que atraviesa nuestro país 
Hay que tener muy presente el drama social que supone, para cada uno de las 
personas o familias que se encuentran en dificultades para atender sus pagos, la 
posibilidad de que, debido a esta situación, puedan ver incrementarse sus 
deudas... 


La Administración viendo que su Real Decreto-ley 6/2012 el 9 de Marzo y la Ley 1/2013 
de 14 de Mayo son también insuficientes crea el Real Decreto-Ley 5/2017 de 17 de 
Marzo y dice: 

a) Desde el año 2012 se han adoptado medidas para hacer frente a la situación de 
vulnerabilidad que afecta a numerosas familias españolas como consecuencia de 
factores sobrevenidos tras la crisis económica y financiera 


Es evidente que existe un esfuerzo por ayudar a las familias vulnerables, especialmente 
al colectivo de discapacitados, pero es insuficiente. Por desgracia las deudas no son 
únicamente de índole hipotecaria, ante la situación excepcional planteada las familias 
más vulnerables tuvieron que recurrir a créditos muchos de ellos abusivos. 






























CONSIDERACIONES 


I. RESPECTO DE LA NATURALEZA DE LAS DEUDAS 


Sería muy osado decir que la crisis económica Española solamente causo daños a nivel 
de préstamos hipotecarios. Si bien es cierto que el derecho a una vivienda digna es, 
también, un derecho constitucional y que no debemos olvidar que muchas personas 
luchaban contra hipotecas abusivas tratando de conservar su bien más preciado: su 
hogar. Sin perjuicio de lo anterior hay que tener en cuenta que para intentar atender ¡n 
extremis sus cuotas hipotecarias muchas familias solicitaron reagrupación de créditos, 
créditos basura/abusivos, tarjetas revolving y todo ello con la connivencia de la 
administración que pacíficamente miraba hacia otro lado. Y los créditos no solamente 
se solicitaban para atender pagos hipotecarios, en infinidad de casos se solicitaban 
simplemente para seguir subsistiendo. 

Ante este panorama resulta más que palmario entender que los deudos vulnerables no 
lo son únicamente por la naturaleza del crédito (crédito hipotecario) sino por la 
naturaleza de la situación y con este razonamiento su vulnerabilidad se hace extensible 
a todo el endeudamiento al que se vieron abocados a acudir, sin exclusión ninguna. 


II. RESPECTO A LA DISTINCIÓN QUE HACE EL REAL DECRETO-LEY 6/2012 DE LAS 

PERSONAS DISCAPACITADAS 


El propio gobierno, admitiendo una situación de "profunda crisis económica" admite la 
diferencia entre el mínimo de rentas aplicables en general y aquellas que se deben 
computar en el caso de que algún miembro de la unidad familiar sufra un grado de 
discapacidad. 


Es más, incluso distingue dos tramos: el grado superior al 33% y aquel que es igual o 
superior al 65%, multiplicando los indicadores públicos de la renta del original de tres 
veces a cuatro y hasta cinco veces, luego la administración reconoce que las personas 
con discapacidad tienen, además, unas necesidades económicas (en atención a sus 
lesiones y a los cuidados que requieren) superiores a los criterios que se aplican de 
manera genérica. Diferencia que no se tiene en cuenta en absoluto a la hora de aplicar 
los embargos correspondientes sobre ingresos y pensiones de manera ilógica e 
injustificada. 


III.RESPECTO A LA CANTIDAD A EMBARGAR (DIFERENCIA ENTRE SMI E IPREM) 

Parece increíble que a estas alturas la cantidad a embargar se siga rigiendo por la LEC 
(Ley de enjuiciamiento Civil), una ley nacida en el año 2.000 al amparo de la bonanza 
económica que venía atravesando el País. 








Para más Inri en esta ley no se hace ningún tipo de distinción respecto a la vulnerabilidad 
de los discapacitados. 

Parece lógico colegir que en los diferentes Reales Decretos sí se tenga en cuenta esta 
vulnerabilidad y se le apliquen multiplicadores al IPREM en base a que las dificultades 
cotidianas de una persona discapacitada se vean reflejadas en los mínimos que necesita 
para subsistir. 

Lo que ya no parece tan lógico es que este mismo espíritu no se aplique a los embargos 
en general y más si tenemos en cuenta las sucesivas crisis económicas que desde hace 
un tiempo estamos arrastrando y que la peor parte se la están llevando las personas 
vulnerables. 

Sería justo admitir, a la hora de calcular un embargo, un incremento en la base que se 
aplica (SMI) proporcional al grado de discapacitación. O bien la multiplicación por 
cuatro (en caso de tener una discapacidad superior al 33%) o por cinco (en caso de tener 
una discapacidad igual o superior al 65%) en el IPREM a fin de fijar la cantidad mínima 
necesaria para vivir (cantidad inembargable a todas luces). 


IV. OTRAS CUESTONES DE JUSTICIA SOCIAL 


En datos proporcionados por el Banco de España (Noviembre 2019 

https://cincodias.elpais.com/cincodias/2019/ll/20/companias/1574245470 048581.h 


tml ) cifra el rescate a los Bancos Españoles por parte del Estado en la friolera 
de 42.561 millones. 


Ante tamaña cantidad se me hace extraño que nadie haya reparado en la grave 
injusticias que representa no auxiliar a las personas discapacitadas frente a los abusos 
que en su momento recibieron de la Banca y otras instituciones. 


El artículo 607 de la LEC cita en su apartado cuarto: 


En atención a las cargas familiares del ejecutado, el Letrado de la Administración de 
Justicia podrá aplicar una rebaja de entre un 10 a un 15 por ciento en los porcentajes 
establecidos en los números 1.2, 2..2, 3.2 y 4.2 del apartado 2 del presente artículo. 


Aquí no se trata de pedir limosna ni mendigar la atención del Secretario Judicial a fin de 
conseguir una nimia reducción de la cantidad a embargar aquí estamos hablando de 
Justicia Social. 











CONCLUSIONES 


Creo que después de todo lo anteriormente descrito sobran las palabras. 

Está claro que son necesarias modificaciones urgentes respecto de las cantidades a 
embargara las personas discapacitadas por una cuestión puramente humanitaria ya que 
se están vulnerando sus derechos constitucionales a una vida mínimamente digna. 

Por tanto la intención es hacer llegar esta documentación a cuantas asociaciones de 
discapacitados y personas dependientes de nuestro país para, de entrada, conocer su 
opinión sobre lo aquí expuesto y añadir nuevas ideas e información. Posteriormente 
nuestro objetivo sería la preparación de una petición al Ministerio de Igualdad y si esta 
gestión no llegase a buen puerto una Iniciativa Legislativa Popular que sería elevada al 
Congreso de los Diputados. 

Creo honestamente que este es el mejor momento dado que de alguna manera 
(inembargabilidad del complemento por Gran Invalidez) ya se está tomando conciencia 
de estas necesidades especiales y un discurso claro, no controvertido, respetuoso puede 
llevarnos a alcanzar nuestros objetivos. 


Gélida 17 de Marzo 2.020 


Ana Magdalena Tamarit López 



